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Culiacán Rosales, Sinaloa, en sesión ordinaria de Sala Superior 

del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, 

correspondiente al día seis de diciembre de dos mil diecisiete, 

integrada por los CC. Magistrados: Dr. Héctor Samuel Torres 

Ulloa, en su carácter de Presidente, M.C. Jorge Antonio Camarena 

Ávalos y Lic. Jesús Iván Chávez Rangel, actuando el tercero en 

mención como ponente de conformidad con el artículo 114, 

cuarto párrafo, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado 

de Sinaloa, se dictó resolución a los recursos de revisión citados 

al rubro, interpuestos por la parte actora, la autoridad 

demandada, y el tercero interesado en el juicio principal, 

en contra de la sentencia dictada el día ocho de mayo de dos mil 

dieciséis, por la Sala Regional Zona Centro de este tribunal. 

 

 

    ACTUACIONES 



 

 

 

 

 

2 

I.- ANTECEDENTES Y TRÁMITE 

 

1.- El C. ********* a través del escrito inicial y anexos 

recibidos por la Sala aludida el dos de septiembre de dos mil 

dieciséis, se presentó a demandar al Director General del 

Instituto de Pensiones del Estado de Sinaloa, por la nulidad de la 

resolución con número de identificación IPES/DG/459/2016  de 

fecha veintitrés de agosto de dos mil dieciséis, mediante la cual 

se resolvió improcedente el pago de la cuenta individual, 

señalando como tercero interesado al Poder Ejecutivo del Estado 

de Sinaloa. 

 

2.- El día veinte de septiembre de dos mil dieciséis, se 

admitió a trámite el escrito inicial y se ordenó correr traslado a 

las autoridades. 

 

3.- Mediante auto de fecha catorce de febrero de dos mil 

diecisiete, se tuvo por contestada la demanda y por recibida la 

comparecencia del tercero. 

 

4.- El día ocho de mayo de dos mil diecisiete, se declaró 

cerrada la instrucción del juicio. 

 

5.- Con fecha ocho de mayo de dos mil diecisiete, la Sala 

de primera instancia dictó sentencia en la que declaró la nulidad 

del acto impugnado precisado en el punto primero de este 

apartado, condenando a las autoridades a hacer entrega al actor 

de su cuenta individual.  

 

6.- Por auto de fecha siete de julio de dos mil diecisiete, se 

tuvieron por presentados los recursos de revisión interpuestos 

por las partes del juicio principal, en contra de la referida 
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    ACTUACIONES 

 

resolución, por lo que se ordenó remitirlos a esta Ad quem, 

habiéndolos recibido el día tres de agosto del mismo año. 

 

7.- En sesión de Sala Superior de fecha once de agosto del 

año en curso, se acordó admitir a trámite los referidos recursos, 

en los términos previstos por los artículos 112, 113, 113 BIS y 

114 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, ordenándose la acumulación de los recursos 1766/2017 

y 1767/2017 al recurso número 1765/2017, en virtud de que 

fueron interpuestos en contra de una misma resolución, 

habiéndose designado como ponente de éste último, al Lic. 

Jesús Iván Chávez Rangel, Magistrado Propietario de Sala 

Superior, dándose vista a las partes para que en un plazo de 

tres días manifestaran lo que a su derecho conviniera respecto 

de tal designación, mismo que ha transcurrido en exceso sin que 

hubiesen hecho manifestación alguna. 

 

II.- COMPETENCIA 

Esta Ad quem es competente para conocer y resolver el recurso 

de revisión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 17 

fracción III, 112 fracción V, 113, 113 BIS y 114 de la ley antes 

referida.  

 

III.- CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 
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PRIMERO.- En primer término, atendiendo a su similar 

contenido, serán examinados de manera conjunta por este 

órgano de segunda instancia, argumentos expuestos en el 

primer agravio formulado por el representante del Titular del 

Poder Ejecutivo del Estado y el primer concepto de agravio 

hecho valer por el Director General del Instituto de 

Pensiones del Estado de Sinaloa, mediante los cuales 

argumentan en esencia lo siguiente: 

 

a) La Sala indebidamente declaró la nulidad del acto 

impugnado, en razón de que analizó de manera incorrecta 

la causal de sobreseimiento planteada sin fundar y motivar 

por qué la desestimó, ya que el actor no acreditó su interés 

jurídico, pues alegan que se encontraba afiliado al régimen 

transitorio de la Ley de Pensiones para el Estado de 

Sinaloa, según se refleja de los descuentos reflejados en su 

talón de pago.  

b) La sentencia atenta contra el principio de congruencia en 

virtud de que el a quo sustentó ilegalmente su resolución al 

declarar su nulidad, interpretando indebidamente 

disposiciones legales de fondo, toda vez que fundó su 

resolución en el artículo 97, fracción IV, de la ley que 

norma a este tribunal, omitiendo motivar por qué consideró 

que se actualiza tal supuesto, sin que se advierta que el 

demandante haya hecho valer concepto de impugnación 

alguno en ese sentido.  

 

Este cuerpo colegiado estima infundados los argumentos 

precisados en el inciso a), en razón de que, tal como se advierte 

en las páginas 6 a la 8 del fallo recurrido, el Magistrado 

primigenio, en observancia a lo dispuesto en el artículo 96, 



TRIBUNAL DE  JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE 

SINALOA 

 

REVISIÓN: 1765/2017, 

1766/2017 Y  ACUMULADO 
1767/2017. 
 

RECURRENTES: ************** 

PARTE ACTORA; DIRECTOR 
GENERAL DEL INSTITUTO DE 

PENSIONES DE SINALOA, 

AUTORIDAD DEMANDADA Y 
TITULAR DEL PODER EJECUTIVO 

DEL ESTADO DE SINALOA, 

TERCERO INTERESADO. 

 

  

5 

    ACTUACIONES 

 

fracción II, procedió al análisis de la causal de sobreseimiento 

hecha valer por el tercero interesado y la autoridad demandada, 

donde se puede apreciar que al hacer referencia a la invocadas 

por las hoy recurrentes en el sentido de que la actora no 

acreditaba su interés jurídico, el a quo señaló contrario a lo que 

las inconformes manifiestan, el Magistrado primigenio sí expuso 

razonamientos lógico-jurídicos para no considerar la causal de 

improcedencia planteada, al señalar que debía desestimarse en 

virtud de que los argumentos que hacían valer ameritaban un 

estudio del fondo del asunto, es decir, implicaba determinar si la 

parte actora acreditaba haber migrado o no al sistema de 

cuentas individuales, apoyando además su decisión en una tesis 

de jurisprudencia sustentada por el Tribunal Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación1, de ahí que resulten 

infundados los argumentos de la recurrente en tal sentido. 

 

En lo que hace a las manifestaciones que se contienen en 

el inciso b), este órgano de alzada estima que son igualmente 

infundadas, toda vez que no se advierte la incongruencia a que 

alude la revisionista, ya que el a quo fundó y motivó 

debidamente su decisión con la cita de la fracción IV del artículo 

97 de la ley que norma a este tribunal, al haberse transgredido 

en perjuicio de la actora las disposiciones legales aplicables de la 

                                                           
1
 [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XV, Enero de 2002; Pág. 5 
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Ley de Pensiones para el Estado de Sinaloa, en virtud de que la 

autoridad demandada fue omisa en realizar la entrega del bono 

de pensión del trabajador, lo cual contraviene el derecho de que 

goza el actor, en virtud de que éste expuso en su demanda que 

con la negativa de la autoridad se le privaba de su derecho, 

violentando las disposiciones de la Ley de Pensiones del Estado 

de Sinaloa, por lo que la Sala de primer grado, una vez 

analizada la litis, al haber considerado que se actualizaba la 

causa de nulidad antes mencionada, consideró procedente la 

declaración de nulidad del acto impugnado de conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 95, fracción II, de la ley que nos rige, 

cumpliendo así con el principio de congruencia que toda 

sentencia debe observar.  

 

SEGUNDO.- A continuación se procede al estudio del 

segundo agravio expuesto a manera de causal de improcedencia 

y sobreseimiento del juicio por parte de la autoridad recurrente, 

Directora Jurídica del Instituto de Pensiones del Estado de 

Sinaloa en el recurso de revisión 1765/2017, como los agravios 

primero, segundo y tercero esgrimidos por la autoridad tercero 

interesada en el juicio, Titular del Poder Ejecutivo del Estado, en 

el recurso de revisión 1767/2017. 

Señala la autoridad recurrente que en el caso que nos 

ocupa, se configura la causal de sobreseimiento prevista en la 

fracción III, del artículo 94, en relación con las causales de 

improcedencia previstas en las fracciones V, VIII, X y XI, del 

artículo 93, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, toda vez que el actor del juicio principal no acreditó 

fehacientemente con medio probatorio alguno, haber cumplido 

con lo que establece el artículo trigésimo segundo transitorio de 
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    ACTUACIONES 

 

la Ley de Pensiones para el Estado de Sinaloa; asimismo, arguye 

que no demostró que su empleador haya notificado en términos 

de la ley los años cotizados y reconocidos al trabajador, siendo 

éstos requisitos indispensables para la procedencia del bono de 

pensión. 

Así también, señalan las autoridades recurrentes que le 

causa perjuicio el que la Sala de primera instancia haya 

determinado que los trabajadores que fueron afiliados ante el 

Instituto de Pensiones del Estado de Sinaloa, por su empleador 

bajo el régimen “transitorio” tiene derecho a la acreditación del 

bono de pensión en su cuenta individual, sin tener en su talón de 

pago los descuentos como trabajador en el régimen de cuentas 

individuales. 

 

Agrega las revisionistas, que la actora consiente quedarse 

en el régimen “transitorio”, ya que quincena tras quincena se 

reflejaban en su talón de nómina los descuentos efectuados 

correspondientes a los trabajadores en transición, sin que se 

hubiere inconformado al respecto. 

 

Además, señalan las autoridades recurrentes que el 

Gobierno del Estado de Sinaloa, presentó ante el Instituto de 

Pensiones del Estado de Sinaloa, el aviso de afiliación del 
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demandante en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 8 de 

la Ley de Pensiones para el Estado de Sinaloa, en el cual se hace 

constar que el C. ********** se afilió al Instituto como 

trabajador en el régimen “transitorio”, por lo tanto, se demuestra 

que el demandante no migró al nuevo sistema de cuentas 

individuales, además que sus descuentos se hicieron conforme al 

porcentaje de los trabajadores en el régimen de transitorio, por 

lo que considera que la Sala de origen debió darle valor 

probatorio pleno al citado oficio de afiliación. 

 

Asimismo, manifiesta que indebidamente el a quo le otorgó 

valor probatorio a la constancia de reconocimiento de antigüedad 

de fecha dos de febrero de dos mil diez, emitida por el Director 

de Recursos Humanos de la Secretaría de Administración y 

Finanzas del Gobierno del Estado de Sinaloa, ya que dicho 

documento no fue presentado dentro del término señalado por el 

artículo trigésimo primero transitorio de la Ley de Pensiones para 

el Estado de Sinaloa. 

 

A juicio de esta ad quem, los agravios en estudio resultan 

inoperantes, toda vez que no tienden a combatir los 

fundamentos y motivos en que se sustentó el Magistrado 

primigenio al emitir la resolución traída a revisión. 

 

Lo anterior es así, pues tal como se dijo en el considerando 

anterior, en la sentencia recurrida se estableció que dicha causal 

de improcedencia y sobreseimiento del juicio resultaba 

inatendible porque implicaba un estudio de fondo del asunto, es 

decir, determinar si el demandante tenía o no derecho al bono de 

pensión y al saldo de la cuenta individual, por lo que no podía ser 
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    ACTUACIONES 

 

analizado vía causal de improcedencia y sobreseimiento del 

juicio. 

 

Además por otra parte, el Magistrado de origen, al entrar al 

estudio de fondo, señaló que era infundado el argumento 

respecto a que la actora no cumplió con el requisito establecido 

por el artículo trigésimo transitorio de la ley de la materia, pues 

si bien era cierto, el actor no acreditó haber notificado al Instituto 

de Pensiones para el Estado de Sinaloa ni al empleador su 

voluntad de migrar al nuevo sistema de pensiones, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo trigésimo segundo 

transitorio de la ley que regula la materia, en el caso concreto tal 

omisión no debía tener como efecto que se le privara al 

trabajador en transición del derecho a la acreditación de bono de 

pensión en su cuenta, dado que, del oficio T0120100102, se 

advertía que el empleador comunicó al Instituto de Pensiones del 

Estado de Sinaloa, respecto a la antigüedad que tenía el 

accionante al 31 de diciembre de 2009, lo anterior sustentado en 

el artículo trigésimo primero transitorio, lo que lo llevó a concluir 

que fue migrado de facto al nuevo régimen y por tanto, 

determinó que la parte actora sí tenía derecho al pago del bono 

de pensión de su cuenta individual. 
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Sin embargo, no obstante lo expuesto por el citado 

juzgador en la sentencia, el agravio de la autoridad recurrente 

no confronta los razonamientos anteriores, pues sólo se limita a 

señalar que procede el sobreseimiento del juicio al actualizarse 

las causales de improcedencia previstas en las fracciones V, VIII 

y XI, del artículo 93 de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, al considerar que el actor no acreditó con 

medio probatorio alguno haber migrado al sistema de cuentas 

individuales, bajo el argumento de que no probó cumplir con lo 

establecido en el artículo trigésimo segundo transitorio de la Ley 

de Pensiones para el Estado de Sinaloa, pero sin controvertir 

directamente los argumentos en los que se sustentó la Sala en 

la sentencia aludida para arribar a la determinación adoptada, 

con relación a la migración de facto de que fue objeto el actor, 

para con ello concluir que sí tenía derecho al bono de pensión. 

Así también, respecto a los recibos de pago de nómina 

exhibidos en el juicio principal, el aviso de afiliación y la 

constancia de fecha dos de febrero de dos mil diez, el Juzgador 

de primera instancia señaló en la sentencia recurrida, 

específicamente a páginas 18 y 19 de la misma, lo siguiente: 

“Sin que resulte óbice a lo anterior, que de los 

comprobantes de pago allegados en el expediente 

principal allegados tanto en original por la parte actora, 
así como en copia certificada por parte de la autoridad 

demandada, no se advierte que se hubiese realizado el 

descuento de conformidad con el artículo 10 de la Ley de 
Pensiones para el Estado de Sinaloa, el cual a la letra 

dice:  
 

(…) 
 

Tal como se aprecia del numeral reproducido, el mismo 

establece entre otras cuestiones, la obligación que tiene 
el empleador de realizar mediante nómina y/o recibo de 

pago el descuento que por concepto de aportación 
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corresponden al actor, habiendo quedado demostrado en 
la secuela procesal con los recibos de nómina que al 

trabajador no le fue realizado el descuento 

correspondiente a los trabajadores migrados a través de 
la nómina y/o recibo de pago para su cuenta individual, 

considerando que dicha omisión es imputable al 

empleador al ser responsable de retener la cantidad que 
corresponda y de genera el recibo de pago nominal, por 

lo que la migración del actor no puede ser negada, ya 

que el empleador se encuentra obligado a cumplir con lo 
que la ley establece, es decir, llevar a cabo los 

descuentos en tiempo y forma, esto es, el porcentaje 

que corresponde a cada caso de acuerdo al régimen en 
que se encuentren. 

 

Del mismo modo, no resulta óbice a lo anterior que en 

el aviso de afiliación de la parte actora ante el Instituto 
de Pensiones del Estado de Sinaloa, con sello de 

recibido el día veintidós de diciembre de dos mil diez, el 

cual fue allegado en copia certificada por la parte 
actora, se haya establecido por su empleador que el 

ciudadano ********** permanecía en el régimen 

transitorio, ya que dicha circunstancia no resulta 
imputable al accionante, en virtud de que de 

conformidad con lo previsto por la fracción I del artículo 

8 de la Ley de Pensiones para el Estado de Sinaloa, 
correspondía a su empleador presentar su aviso de 

afiliación, el cual este Juzgador considera que debió 
haber sido en el régimen de cuenta individual, en virtud 

de que con anterioridad a la presentación de dicho aviso 

ante el Instituto demandado, a saber, el dos de febrero 
de dos mil diez, su empleador por conducto del Director 

de Recursos Humanos, adscrito a la Subsecretaría de 

Administración y Finanzas del Gobierno del Estado de 
Sinaloa, hizo del conocimiento del Director General del 

Instituto demandado, la antigüedad que se reconocía al 
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actor de conformidad con lo establecido por el artículo 

trigésimo primero transitorio de la Ley de Pensiones del 
Estado de Sinaloa, asimismo, el hecho que la constancia 

de reconocimiento no haya sido presentada en tiempo 

tampoco puede irrogar perjuicio alguno en contra del 
demandante, ya que es una cuestión que sólo atañe a 

su empleador conforme lo establece el artículo 

transitorio en mención.” 

De lo anteriormente transcrito, se advierte que el 

Magistrado de origen señaló que no resultaba óbice a la 

determinación adoptada en el sentido de que el actor sí migró al 

sistema de cuentas individuales el hecho de que de los 

comprobantes de pago de nómina se advirtiera que se le efectuó 

el descuento por “cuota IPES” correspondiente a los trabajadores 

en transición, que se hubiere emitido el aviso de afiliación bajo 

dicho régimen, así como que la constancia de dos de febrero de 

dos mil diez no haya sido presentada en tiempo, pues la 

obligación de retener el descuento, y de emitir el aviso y la 

constancia de reconocimiento de antigüedad, conforme a los 

artículos 8, fracción I, 10 y artículo trigésimo primero transitorio 

de la Ley de Pensiones del Estado de Sinaloa es sólo del 

empleador, por lo que la omisión de éste en efectuarla como tal, 

o de emitirlo de manera incorrecta o fuera de tiempo, no puede 

traer perjuicios al actor. 

 

Argumentos que, en estima de esta Sala Superior, no 

controvierte la revisionista y solo se limita a señalar de manera 

genérica que el a quo debió valorar que en los recibos de pago de 

nómina no se advierte el descuento de “cuota IPES” 

correspondiente a los trabajadores del sistema de cuentas 

individuales, que del aviso de afiliación se advierte que el actor 

estaba sujeto al régimen transitorio, y que la constancia de 

reconocimiento de antigüedad no fue presentada en tiempo, sin 
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controvertir lo expuesto por el Juzgador al respecto, en el sentido 

de que dichas cuestiones no podía ser imputable al demandante. 

 

En ese orden de ideas, este órgano de alzada considera 

que resultan inoperantes los conceptos de agravio en estudio, ya 

que la revisionista omitió controvertir directamente los 

razonamientos que expuso el juzgador de origen para declarar la 

nulidad del acto impugnado en el juicio de nulidad. 

 

Apoya al argumento señalado, el criterio de 

jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 

a continuación se transcribe: 

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. 

SON AQUELLOS QUE REITERAN LOS CONCEPTOS 

DE VIOLACIÓN, ABUNDAN SOBRE ELLOS O LOS 

COMPLEMENTAN, SIN COMBATIR LAS 

CONSIDERACIONES DE LA SENTENCIA 
RECURRIDA. Conforme al artículo 88 de la Ley de 

Amparo, el recurrente debe expresar los agravios que 

le causa la sentencia impugnada, lo que se traduce 
en que tenga la carga, en los casos en que no deba 

suplirse la queja deficiente en términos del artículo 

76 Bis de la ley de la materia, de controvertir los 
razonamientos jurídicos sustentados por el órgano 

jurisdiccional que conoció del amparo en primera 

instancia. Consecuentemente, son inoperantes los 
agravios que en el recurso de revisión reiteran los 

conceptos de violación formulados en la demanda, 

abundan sobre ellos o los complementan, sin 
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combatir las consideraciones de la sentencia 

recurrida.” 
 

TERCERO.- Se procede al estudio del primer argumento 

expresado en el segundo agravio formulado por el tercero 

interesado, en el cual manifiesta esencialmente que le causa 

perjuicio que el a quo le haya otorgado valor probatorio al oficio 

de fecha dos de febrero de dos mil diez, toda vez que no fue 

expedido en el ejercicio de las funciones del Director de 

Recursos Humanos de la Secretaría de Administración y Finanzas 

del Gobierno del Estado de Sinaloa. 

 

Esta ad quem considera que el agravio que nos ocupa, es 

inoperante puesto que el peticionario de revisión pretende 

integrar al presente medio de defensa, cuestiones que pudieron 

ser planteadas en el escrito de contestación y de comparecencia 

y que no se hizo.  

 

En esa virtud, la Sala aludida al momento de emitir la 

sentencia recurrida, no se encontraba en condiciones de analizar 

excepciones y defensas que no fueron expuestas en la 

contestación y en la comparecencia, por tal motivo, no pueden 

ser tomados en consideración por esta Sala Superior, para la 

resolución del presente recurso, ya que resultaría injustificado 

examinar la legalidad de las consideraciones vertidas por el 

Magistrado en comento a la luz de razonamientos o hechos que 

no conoció por no habérsele planteado durante el proceso 

contencioso administrativo. 

 

En ese contexto, si se toma en consideración que las 

manifestaciones que el recurrente expone en el agravio que se 

analiza, debieron formar parte de los argumentos expuestos en 
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la contestación de demanda y en la comparecencia, es 

indudable que en el recurso que nos ocupa, no puede precisar 

cuestiones que no plantearon en aquélla, de manera que si así 

lo hace, no hay base para modificar la resolución recurrida, 

puesto que al expresar agravios nuevos que no se hicieron valer 

en el momento procesal oportuno, resultan inoperantes por ser 

ajenos a la litis que se constituyó en el juicio de origen, en esa 

virtud, este órgano revisor se encuentra imposibilitado 

jurídicamente para examinar la legalidad de la sentencia 

recurrida en relación a los argumentos que al no haber sido del 

conocimiento de la Sala en comento, el juzgador de primer 

grado no los pudo tomar en consideración. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior mutatis mutandis, el 

razonamiento contenido en la tesis de jurisprudencia cuyo rubro 

y texto a continuación se reproducen2: 

 
“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN 

FISCAL. LO SON AQUELLOS QUE INTRODUCEN 

ARGUMENTOS DE FONDO NO PROPUESTOS EN LA 
CONTESTACIÓN A LA DEMANDA DE NULIDAD. Los 

argumentos de fondo que se esgrimen en los agravios y 

que no se hicieron valer en la contestación a la 
demanda de nulidad ante la Sala del Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa que dictó la sentencia, 

                                                           
2
 No. Registro: 169,757. Jurisprudencia  Materia(s): Administrativa. Novena Época  Instancia: Tribunales 

Colegiados de Circuito.  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XXVII, Mayo de 
2008.  Página: 819. 



 

 

 

 

 

16 

no deben ser tomados en consideración en la revisión 

fiscal. Lo anterior con base en el principio de 
congruencia, consistente en que las resoluciones 

judiciales deben ajustarse a lo planteado por las partes 

en la demanda, en su ampliación si la hubo, y en la 
contestación a una y otra, sin añadir cuestiones 

jurídicas no propuestas en forma oportuna por aquéllas; 

por lo que resulta inadmisible que en el recurso de 
revisión fiscal interpuesto contra la sentencia de nulidad 

se atiendan argumentos no expuestos ante la Sala 

resolutora.” 

CUARTO.- Se procede al estudio del cuarto agravio 

expuesto por el representante legal del tercero interesado, en el 

cual manifiesta medularmente que el a quo, al haber otorgado 

valor probatorio a la documentales en vía de informe ofrecidas 

por el actor, transgredió lo dispuesto en el artículo 58  de la ley 

que rige a este órgano de impartición de justicia, toda vez que 

dicho numeral establece que cuando se trate de tales probanzas 

y no obren en poder del actor, éste deberá demostrar al tribunal 

que realizó oportunamente su solicitud a la autoridad y que le 

fue negada, lo que no se acreditó. 

 

A juicio de este órgano de revisión, el agravio referido es 

inoperante ya que parte de premisas falsas, toda vez que del 

análisis efectuado a la sentencia traída a revisión, no se advierte 

que el Magistrado del primer conocimiento haya otorgado valor 

probatorio a la documental en vía de informe ofrecida por la 

parte actora. 

 

En esa virtud, al sustentarse los argumentos del 

peticionante de revisión en premisas incorrectas, se considera 

que no se produjo el agravio que se destaca. 
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Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis cuyo rubro y texto a 

continuación se transcriben3: 

 

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS 

QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los 

agravios cuya construcción parte de una premisa falsa 
son inoperantes, ya que a ningún fin práctico 

conduciría su análisis y calificación, pues al partir de 

una suposición que no resultó verdadera, su 
conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación 

de la sentencia recurrida.”  

 

QUINTO.- Resuelto lo anterior, se procede al estudio del 

recurso de revisión 1766/2017, interpuesto por el autorizado 

jurídico de la parte actora, quien en el primer concepto de 

agravio manifiesta esencialmente que resulta ilegal la sentencia 

traída a revisión, toda vez que no obstante que ni la autoridad 

demandada ni el tercero interesado controvirtieron el salario 

sujeto a cotización mensual de diciembre de 2008 el cual 

asciende a la cantidad de $33,341.72, el a quo determinó 

controvertirlo de oficio. 

 

 Al respecto, sigue manifestando que el Magistrado del 

primer conocimiento desestimó el valor probatorio pleno de la 

documental pública consistente en la copia certificada del recibo 

                                                           
3 [TA]; 10a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro VIII, Mayo de 2012, Tomo 2; Pág. 
1345 
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de nómina EX23001429, no obstante que ninguna de las 

contrapartes opuso objeción alguna o excepción en ese sentido. 

 

A juicio de este tribunal de alzada, el agravio en estudio  

resulta inoperante, en virtud de que no tiende a combatir los 

fundamentos y motivos en que se sustentó el Magistrado de 

primera instancia al emitir la resolución traída a revisión, ya que 

no obstante que dicho resolutor expuso diversas razones por las 

cuales determinó no considerar dentro del salario sujeto a 

cotización el importe contenido en el recibo de pago número 

EX23001429, el peticionario lejos de combatir la totalidad de 

esas consideraciones, se limita a realizar una serie de 

afirmaciones, no impugnando los argumentos expuestos por el 

juzgador, dejando de expresar los agravios que considera le 

causa el acuerdo recurrido.  

 

En el caso que nos ocupa, el a quo determinó que no era  

procedente considerar dentro del salario sujeto a cotización el 

importe contenido en el recibo de pago número EX23001429 por 

la cantidad de $3,669.84, atendiendo a que dicho importe no 

forma parte del salario en términos de lo previsto por el artículo 

3°, fracción XVII, de la Ley de Pensiones del Estado de Sinaloa, 

al no ser un concepto que se haya percibido de manera regular 

y con una periodicidad no mayor a un mes, ya que dicha 

cantidad es por el concepto de “diferencias al incremento 

salarial”. 

 

Así las cosas, el argumento del recurrente no confronta los 

razonamientos anteriores, ya que se limita a manifestar que el 

Magistrado del primer conocimiento desestimó el valor 

probatorio pleno de la documental pública consistente en la 
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copia certificada del recibo de nómina EX23001429, no obstante 

que ninguna de las contrapartes opuso objeción alguna o 

excepción en ese sentido, dejando intocados los razonamiento 

expuestos por el referido juzgador para desestimar dicha prueba 

documental. 

 

En ese orden de ideas, resulta inoperante el argumento en 

estudio, ya que el revisionista omitió controvertir directamente 

los razonamientos que expuso el juzgador de origen al emitir el 

acuerdo traído a revisión. 

Apoya a lo anterior, el criterio jurisprudencial de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, que a continuación se transcribe:4 

 

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS 
QUE NO COMBATEN LAS CONSIDERACIONES DE LA 

SENTENCIA RECURRIDA Y NO SE DA NINGUNO DE 

LOS SUPUESTOS DE SUPLENCIA DE LA 
DEFICIENCIA DE LOS MISMOS. Si en la sentencia 

recurrida el Juez de Distrito expone diversas 

consideraciones para sobreseer en el juicio y negar el 
amparo solicitado respecto de los actos reclamados de 

las distintas autoridades señaladas como responsables 

en la demanda de garantías, y en el recurso interpuesto 
lejos de combatir la totalidad de esas consideraciones el 

recurrente se concreta a esgrimir una serie de 

razonamientos, sin impugnar directamente los 

                                                           
4
 No. Registro: 207,328  Jurisprudencia  Materia(s): Común  Octava Época  Instancia: Tercera Sala  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  IV, Primera Parte, Julio a Diciembre de 1989  Tesis: 3a./J. 
30 13/89  Página: 277  Genealogía:  Informe 1988, Segunda Parte, Tercera Sala, tesis 9, página 77.  
Informe 1989, Segunda Parte, Tercera Sala, tesis 1, página 67. Gaceta número 19-21, Julio-Septiembre 
de 1989, página 83.  Apéndice 1917-1995, Tomo VI, Primera Parte, tesis 36, página 23. 
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argumentos expuestos por el juzgador para apoyar su 

fallo, sus agravios resultan inoperantes; siempre y 
cuando no se dé ninguno de los supuestos de suplencia 

de la deficiencia de los mismos, que prevé el artículo 76 

bis de la Ley de Amparo, pues de lo contrario, habría 
que suplir esa deficiencia, pasando por alto la 

inoperancia referida.” 
 

Además de lo anterior, se considera necesario precisar, que no 

es suficiente el hecho de que la autoridad demandada ni el 

tercero interesado hayan omitido controvertir la cantidad 

manifestada como salario sujeto a cotización, para que se tenga 

como acreditada, pues tal cantidad no se establece por el dicho 

o la aceptación implícita de las partes sobre lo expuesto por el 

actor, más aún al encontrase expresamente establecida por la 

ley la forma en que se integra dicho salario, de tal forma que 

corresponde a este órgano jurisdiccional establecer su monto, 

con base en las diversas pruebas aportadas al juicio. 

 

SEXTO.- Se procede al estudio del segundo agravio expresado 

por el autorizado jurídico de la parte actora en el juicio principal, 

en el cual aduce esencialmente lo siguiente: 

 

a). Que el a quo resolvió improcedente el procedimiento de 

cálculo de intereses del bono de pensión propuesto por el actor, 

resolviendo aplicar por analogía uno diverso establecido en el 

artículo 70 del Código Fiscal para el Estado de Sinaloa, por lo 

que debe revocarse porque es contraria al texto de la ley y 

agravia al actor al disminuir el importe del bono de pensión a 

que tiene derecho. 

b). Que el a quo de manera indebida al resolver el cálculo de 

los intereses del bono de pensión aplica el artículo 70 del Código 

Fiscal del Estado de Sinaloa, haciendo de manera arbitraria una 
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semejanza de los intereses que el fisco debe pagar a los 

contribuyentes por el pago de lo indebido con los intereses 

legales establecidos en el artículo trigésimo transitorio de la Ley 

de Pensiones, que debe pagar al actor por el bono de su pensión 

de su cuenta individual, señalando que no existe  analogía en las 

hipótesis que regulan los citados artículos, es decir, no en el 

sujeto ni el objeto ni el origen, ni el fin regulados en ambas 

normas, llegando al absurdo de equiparar la materia fiscal con el 

derecho de seguridad social. 

 

c). Otro argumento que señala el recurrente, es que el a quo 

de manera injusta aplicó la norma fiscal a la materia 

administrativa, lo anterior porque la legislación civil es la más 

afín al caso y supletoria de la Ley de Justicia Administrativa para 

el Estado de Sinaloa, debió acudir primero al Código Civil del 

Estado, para resolver el supuesto vació legal para el cálculo de 

intereses, antes de aplicar de manera arbitraria el artículo 70 del 

Código Fiscal del Estado de Sinaloa. 

d). En ese sentido manifiesta el revisionista que el a quo 

debió aplicar el artículo 2277 del Código Civil del Estado de 

Sinaloa, ya que este resuelve el supuesto vacío legislativo, como 

se advierte del criterio de tesis dictada por el Décimo Tercer 

Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, en 
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un caso idéntico total y absolutamente análogo al planteado por 

el actor. 

e). Por último expresa que el Magistrado de Sala Regional, 

viola las garantías de legalidad y seguridad jurídica, de 

fundamentación y motivación, toda vez que el artículo del 

Código Fiscal no es aplicable al caso ni por analogía a los 

intereses reclamados por el actor, por tanto, no está 

debidamente fundada su resolución, siendo aplicable en todo 

caso el artículo 2277 del Código Civil de la entidad, de aplicación 

supletoria por regular exactamente los intereses reclamados por 

el actor, por lo que debe admitirse el procedimiento planteado 

desde la demanda para el cálculo de dichos intereses y en acato 

al principio pro homine, invocado desde la demanda, debiendo 

aplicarse éste al conceder mayor beneficio al actor al obtener la 

totalidad de los recursos que de acuerdo a la ley le 

corresponden. 

 

Establecido lo anterior, este órgano de alzada se aboca a 

resolver los argumentos formulados por el inconforme, los 

cuales son infundados e insuficientes para revocar la sentencia 

que se revisa, por lo siguiente: 

En principio es importante realizar el análisis de la 

sentencia recurrida, misma que obra agregada en el expediente 

principal, marcada con folios del 153 al 173, de la cual se 

desprende en su parte conducente lo siguiente: 

“Al respecto, cabe señalar que del escrito de demanda 

se desprende que en cuanto al procedimiento que utilizó 
la accionante para calcular los intereses del bono de 

pensión correspondientes al 3.5% anual real que marca 

el artículo trigésimo transitorio de la Ley de Pensiones 
para el Estado de Sinaloa, determina interés sobre 
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interés, lo cual a juicio de esta Sala, no resulta 
procedente, en virtud de las siguientes consideraciones: 

El artículo trigésimo transitorio de la Ley de Pensiones 

del Estado de Sinaloa, si bien señala el interés anual 

que devenga el bono de pensión, es omiso en señalar el 
procedimiento de su cálculo, y del análisis efectuado al 

resto de los artículos que contiene dicha disposición 

legal se advierte que no se encuentra previsto, por lo 
tanto y para efecto de resolver tal problemática, este 

órgano jurisdiccional determina que ello se traduce en 

existencia de una laguna jurídica o vacío legislativo, en 
virtud de la ausencia de regulación específica en 

relación con este tópico. 

Establecido tal vacío legislativo, en aras de respetar lo 

dispuesto en el artículo 17 de la Constitución Federal, 
dicha omisión debe ser atendida por este órgano 

juzgador mediante un proceso de integración, en razón 

de que el silencio, la oscuridad o la insuficiencia de la 
ley, no autoriza a los tribunales a dejar de resolver una 

controversia y para ello se deben emplear técnicas 

sustitutivas, con las cuales se pueda obtener una 
respuesta eficaz que colme tal falta de previsión. 

(…) 

Así tenemos que en el caso que nos ocupa, la norma 

aplicable revela en su interior un vacío, por lo que de 

conformidad con el mandato contenido en el artículo 14 
de nuestra Constitución Federal, debemos acudir en 

primer término a la figura de la supletoriedad, sin 

embargo del análisis a los ordenamientos que la ley de 
la materia autoriza sean aplicados de manera supletoria 

se obtiene que no existe regulación expresa respecto 

del tema controvertido, por lo que la deficiencia debe 
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ser colmada mediante el uso de la analogía, la cual es 

aceptada bajo dos condiciones: 

a) Falta expresa de la norma aplicable al supuesto 
concreto. 

b) Igualdad esencial de los hechos. 

Tales supuestos se actualizan en el caso que nos ocupa, 

en razón de que la Ley de Pensiones para el Estado de 

Sinaloa no establece el procedimiento de cálculo de los 

intereses que se generan con el bono de pensión, por lo 

que para dilucidarlo, atenderemos al método de 
aplicación analógica, que opera en igualdad esencial de 

los hechos, es decir, existe una relación entre un caso 

previsto expresamente en una norma jurídica y otro que 
no se encuentra comprendido en ella, pero que por la 

similitud con aquél, permite igual tratamiento jurídico 

en beneficio de la administración de la justicia.  

(…) 

En ese sentido y a fin de evitar dejar en la 
incertidumbre jurídica al enjuiciante, este Juzgador 

considera necesario acudir a la regulación de una figura 

análoga como es en este caso, el pago de intereses a 
cargo del Estado con motivo de la devolución de saldos 

a favor o de pagos indebidos realizados por los 

contribuyentes, los cuales se encuentran regulados en 
el Código Fiscal del Estado. 

Cabe precisar que si bien es cierto, este ordenamiento 

no se refiere a los intereses que se generan con el bono 

de pensión, sí establece la forma en que el órgano 

encargado de las finanzas estatales, administra los 

ingresos y egresos públicos, dentro de los que se 

contemplan los recargos e intereses, máxime que en el 
asunto que nos ocupa, quien se identifica como 

empleador de acuerdo a lo que establece el artículo 1° 

de la Ley de Pensiones para el Estado de Sinaloa y por 
ende es el encargado de hacer efectivo el bono de 

pensión y los intereses que se generen, de conformidad 

con lo dispuesto por los artículos Vigésimo Noveno y 
Trigésimo transitorios de la citada ley, es el Gobierno 

del Estado de Sinaloa, cuyo presupuesto de egresos se 

tramita ante la referida dependencia encargada de las 
finanzas. 
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En esa virtud se tiene que por tratarse de un concepto 
análogo –intereses a cargo del Estado generados por 

retraso en el pago- el Código Fiscal del Estado de 

Sinaloa constituye el ordenamiento jurídico más 
afín, dado que prevé el cálculo de intereses a cargo de 

la Administración Pública respecto de cantidades que 

son propiedad de los particulares y que 
provisionalmente se encuentran en poder de la 

Administración, situación que guarda identidad esencial 

con los intereses que genera el bono de pensión 
también a su cargo, de acuerdo a lo previsto en la 

referida ley de pensiones. 

En efecto, la ley en comento establece el bono de 

pensión como un estímulo para aquellos trabajadores 
en transición que no reúnan los requisitos de edad o 

años de cotización que prevé el artículo 20 para obtener 

una pensión, a fin de que opten por migrar al nuevo 
sistema, mediante la acreditación del mismo en sus 

cuentas individuales, de acuerdo a lo dispuesto en el 

artículo Séptimo Transitorio, las cuales se constituyen a 

favor del trabajador, para el registro de las 

aportaciones, cuotas, rendimientos y cualquier otra 

cantidad que tenga derecho a recibir para el pago de su 
pensión y cuyo saldo podrá ser retirado en una sola 

exhibición, o bien, contratar con el Instituto, una renta 

vitalicia, ello a fin de proteger los medios de 
subsistencia de los trabajadores. 

Así las cosas, en relación con el cálculo de los intereses 

sobre las cantidades que el Estado está obligado a 

devolver, el artículo 70 del Código Fiscal del Estado de 
Sinaloa, establece lo siguiente: 

(…) 
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Del precepto transcrito se obtiene que, para el cálculo 

de los intereses que el Estado se encuentra obligado a 
sufragar, éste se realiza aplicando la tasa sobre la 

cantidad principal, excluyendo los propios intereses, es 

decir, sin permitir el cálculo de intereses sobre 
intereses. 

Lo anterior en razón de que su causación constituye un 

mecanismo financiero de naturaleza resarcitoria que se 

determina legalmente a cargo de la autoridad, ante su 

omisión de devolver la cantidad adeudada a un 

particular, persiguiendo con ello una indemnización por 
no poder disponer oportunamente de cantidades a las 

que tiene derecho, lo cual se traduce en la obligación de 

reparar el perjuicio ocasionado con su conducta, por ser 
propio de la mecánica que rige las relaciones entre el 

fisco estatal y sus contribuyentes.” 

 

Como podemos observar en el texto transcrito, la Sala de 

origen estableció el procedimiento que debe aplicarse para el 

cálculo de los intereses generados por el bono de pensión, 

realizando la motivación en la que determina improcedente el 

cálculo planteado por el actor en su demanda, asimismo señala 

la razón, motivo o circunstancia del por qué consideraba 

aplicable analógicamente el artículo 70 del Código Fiscal del 

Estado de Sinaloa. 

 Además, se aprecia de la resolución que se revisa, que el A 

quo precisó que el artículo antes mencionado, en su último 

párrafo, se encuentra relacionado con el interés que se genera 

con el bono de pensión, por lo que hace referencia a la tasa 

anual y al sujeto obligado a su pago, derivándose el 

procedimiento para calcular el interés en comento, y además, 

señaló que del precepto de la Ley de Pensiones del Estado de 

Sinaloa, se obtiene que, para el cálculo de los intereses que el 

Estado se encuentra obligado a sufragar, éste se realiza 

aplicando la tasa sobre la cantidad principal, excluyendo los 
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propios intereses, es decir, sin permitir el cálculo de intereses 

sobre intereses. 

 En ese sentido, se advierte que el a quo fundamentó su 

actuar en los artículos en comento, precisando el por qué 

consideraba improcedente el cálculo expuesto por la actora en 

su demanda, así como por qué estimaba aplicable por analogía 

el artículo 70 del Código Fiscal del Estado de Sinaloa.  

Por lo anterior, es infundado lo expuesto por el revisionista, 

en el sentido de que la legislación aplicable al caso concreto es 

el Código Civil del Estado, por ser supletorio a la materia 

administrativa, transcribiendo una tesis aislada que considera 

aplicable al caso, ya que en consideración de esta Sala Superior 

si bien la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, 

establece en su artículo 33, que será aplicable supletoriamente 

el Código de Procedimientos Civiles vigente en el Estado, 

siempre que refieran figuras previstas en la citada ley y que la 

disposición supletoria sea aplicable al procedimiento contencioso 

administrativo que la misma establece; sin embargo, no señala 

al Código Civil del Estado, como legislación supletoria de la 

materia administrativa como pretende hacerlo ver el 

revisionista,  ya que en todo caso y la única supletoriedad 

expresa en la ley es para cuestión de carácter procesal, de ahí 
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que no sea aplicable al caso que pretende hacer valer la parte 

actora. 

Además, en el criterio aislado en el que funda su 

argumento, trata la supletoriedad de un precepto del Código 

Civil para el Distrito Federal a la Ley Federal del Trabajo, de ahí 

que tampoco es aplicable, ni puede ser utilizado como referencia 

para el caso que nos ocupa, ya que tal y como lo razonó el a 

quo, en materia de cálculo de intereses del bono de pensión, la 

legislación aplicable por analogía es el Código Fiscal del Estado 

de Sinaloa, tal y como quedó fundada y motivada la resolución 

recurrida. 

Sin que represente obstáculo a lo confirmado por este 

cuerpo colegiado, los argumentos del revisionista en torno a que 

la resolución del a quo violenta el principio pro-persona y el 

derecho humano a la seguridad social al interpretar el trigésimo 

transitorio de la ley de pensiones, en relación al artículo 70 del 

Código Fiscal del Estado de Sinaloa, determinando un 

procedimiento de cálculo más desfavorable que el propuesto por 

la actora, en razón de las siguientes consideraciones: 

En primer término es necesario precisar que la seguridad 

social ha sido definida en la doctrina como el conjunto de 

medidas que garantizan el bienestar material y espiritual de las 

personas, cuya finalidad es garantizar el derecho humano a la 

salud, asistencia médica, protección de los medios de 

subsistencia y los servicios sociales necesarios para el bienestar 

individual y colectivo, y la previsión social designa la manera de 

establecer medidas protectoras frente a las necesidades a que se 

exponen los trabajadores y se integra fundamentalmente por los 

seguros sociales en los que no hay ánimo de lucro. Dentro de 

estas medidas podemos ubicar a las pensiones. 
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Ahora bien, el contenido mínimo esencial o básico del 

derecho humano a la seguridad social se encuentra definido 

ampliamente en los principales Convenios de la Organización 

Internacional del Trabajo (en adelante OIT), principalmente en 

el No. 102 referente a las Normas Mínimas de la Seguridad 

Social, las cuales no pueden ser disminuidas ni sometidas a 

regresión por los Estados que lo hayan ratificado y que consisten 

esencialmente en las siguientes áreas de protección: 

1) Asistencia Médica. 

2) Prestaciones Monetarias de Enfermedad. 

3) Prestaciones de Desempleo. 

4) Prestaciones de Vejez. 

5) Prestaciones en caso de Accidente de Trabajo y de 

enfermedad profesional. 

6) Prestaciones Familiares. 

7) Prestaciones de Maternidad. 

8) Prestaciones de Invalidez. 

9) Prestaciones de Sobrevivientes. 

Las prestaciones de vejez, que podríamos considerar que 

son las que resultan equiparables a la pensión que establece la 

ley local de la materia, según el artículo 26 del convenio 

referido, cubren lo siguiente:  

1. La contingencia del pago de la supervivencia “más allá 
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de una edad prescrita.  

2. La edad prescrita no deberá exceder de sesenta y cinco 

años. Sin embargo, la autoridad competente podrá fijar 

una edad más elevada, teniendo en cuenta la capacidad 

de trabajo de las personas de edad avanzada en el país 

de que se trate.  

3. La legislación nacional podrá suspender la prestación si 

la persona que habría tenido derecho a ella ejerce 

ciertas actividades remuneradas prescritas, o podrá 

reducir las prestaciones contributivas cuando las 

ganancias del beneficiario excedan de un valor 

prescrito, y las prestaciones no contributivas, cuando 

las ganancias del beneficiario, o sus demás recursos, o 

ambos conjuntamente, excedan de un valor prescrito”. 

La prestación consistirá, según el Artículo 28 en “un 

pago periódico”, que se extenderá mientras dure la 

contingencia, o sea hasta la muerte del beneficiario. 

Complementariamente, el derecho humano a la seguridad 

social se rige por una serie de principios que lo definen como tal 

y que son también parte del contenido mínimo que los Estados 

deben respetar, garantizar y proteger5: 

 Amplitud 

 Universalidad 

 Suficiencia y propiedad 

 Respeto por la igualdad 

 Respeto por los derechos del procedimiento 

 

De lo anterior se derivan las obligaciones a cargo del 

Estado, que consisten en lo siguiente: 

                                                           
5 Publicación de la Plataforma Interamericana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo (PIDHDD) 
“Derecho Humano a la Seguridad Social  Apuntes y reflexiones desde la experiencia de América Latina” 
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1) Deberes establecidos en el párrafo 1 del artículo 2, y 

el párrafo 2 del artículo 2 del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales;  

2) Las obligaciones más específicas que incumben a los 

Estados producto de la ratificación de los Convenios 

de la OIT en materia de seguridad social; 

3) Las obligaciones jurídicas generales que se 

desprenden de la Convención Americana de 

Derechos Humanos; y  

4) Las obligaciones que se derivan de la legislación 

nacional.  

Con base en lo anterior tenemos que, las obligaciones de 

los gobiernos en relación con el derecho humano a la seguridad 

social, consisten en adoptar medidas por todos los medios 

apropiados, hasta el máximo de los recursos de que disponga, a 

fin de lograr progresivamente la plena efectividad de los 

derechos reconocidos en el Pacto, es decir, que el Estado parte 

emprenda una revisión a fondo de su legislación a fin de 

armonizar las leyes nacionales con las obligaciones jurídicas 

internacionales y las medidas adoptadas deben ser suficientes 

para la realización del derecho a la seguridad social en el plazo 

más breve, utilizando al máximo y de manera eficiente y eficaz 

los recursos de que se dispone. 
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Asimismo la responsabilidad del Estado se extiende 

igualmente al pago de las prestaciones. Cualquiera que sea el 

método de financiamiento elegido, las autoridades competentes 

deberán adoptar todas las medidas necesarias para que las 

prestaciones sean, en todos los casos, concedidas 

adecuadamente.  

El Convenio número 102 de referencia, precisa a este 

respecto que el Estado deberá garantizar, cuando fuere 

oportuno, que los estudios y cálculos actuariales necesarios 

relativos al equilibrio financiero se establezcan periódicamente y, 

en todo caso, previamente a cualquier modificación de las 

prestaciones, de la tasa de las cotizaciones del seguro o de los 

impuestos destinados a cubrir las contingencias en cuestión.  

Bajo ese contexto podemos concluir que la determinación 

que subyace en la resolución del a quo y que se fundamenta y 

motiva legalmente en el presente fallo respecto a la forma de 

establecer el procedimiento de cálculo de los intereses que se 

generan con el bono de pensión, no violenta el derecho humano 

a la seguridad social y principio de previsión social consagrados 

en el artículo 123 de la Constitución Federal, en razón de que 

dentro de los estándares internacionales de derechos humanos, 

no encontramos que exista como elemento de configuración de 

la cuenta individual, un sistema que permita el pago de 

intereses sobre intereses como lo pretende el recurrente, lo que 

permite al legislador elegir el diseño normativo que estime 

oportuno para definir el pago de los intereses, tomando siempre 

en cuenta los elementos y límites previstos en el artículo 1° de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para 

considerarse válido. 
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A mayor detalle, en el estudio de validez de una norma que 

pudiera estimarse restrictiva de derechos, se debe ponderar por 

los juzgadores los siguientes requisitos: 

a) Que se establezca en una ley formal y material dictada 

en razón del interés general o público, en aras de 

garantizar los diversos derechos a la igualdad y 

seguridad jurídica. 

b) Que superen un test de proporcionalidad, es decir, que 

sean necesarias y su finalidad sea constitucionalmente 

legítima y sean razonables y ponderables en una 

sociedad democrática. 

 

Así tenemos que la norma aplicable al caso que nos ocupa 

cumple con los requisitos formales señalados, ya que se 

encuentra prevista en el Código Fiscal del Estado de Sinaloa y 

fue dictada en razón del interés general garantizando los 

derechos de igualdad y seguridad jurídica, tan es así que sobre 

el tema la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha 

pronunciado en el sentido de que no se violentan los principios 

constitucionales en relación a los recargos por mora, al 

considerarse elementos esencialmente iguales a los que 

corresponden para la determinación de intereses o réditos, como 
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son el monto de lo adeudado, el lapso de la mora y el tipo de 

tasa de interés determinado6. 

Este aspecto valida constitucionalmente la norma en virtud 

de que, si en el sistema establecido para el cobro de los recargos 

por parte del Estado, cuando el contribuyente incumple con su 

obligación, no se establece que este último deba pagar interés 

sobre interés, no hay razón para que el Estado deba pagar 

intereses sobre intereses, en observancia de los principios 

constitucionales de equidad y proporcionalidad.  

De igual manera la medida adoptada cuyo fundamento se 

encuentra en la disposición relativa al cálculo de los intereses 

que establece el artículo 70 del Código Fiscal del Estado de 

Sinaloa, excluyendo los propios intereses, cumple con los 

requisitos materiales, ya que satisface los sub-principios de 

adecuación o idoneidad y de necesidad, en cuanto a que 

constituye una medida adecuada, razonable y no excesiva que 

persigue una finalidad constitucionalmente legítima de igualdad 

y es apta para lograr el resarcimiento o indemnización de quien 

recibirá el bono, ante la falta de disposición de la cantidad 

adeudada, a efecto de restablecer el equilibrio patrimonial que 

se rompió como consecuencia del retraso, que es en esencia la 

naturaleza y justificación del pago de intereses respecto de dicho 

estímulo. 

 Además de lo anterior, la figura financiera relativa al 

cálculo de intereses sobre intereses, se encuentra expresamente 

prohibida en la legislación civil en casos análogos al que se 

analiza, tal como se desprende de lo dispuesto en el artículo 

                                                           
6 Número de Registro: 167402 RECARGOS FISCALES POR MORA. LOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 21 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO VIOLAN LOS PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD Y 
EQUIDAD TRIBUTARIAS CONSAGRADOS EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA CONSTITUCIÓN. 
Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXIX, Abril de 2009; Pág. 722.  2a./J. 
33/2009. 
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2279 del Código Civil para el Estado de Sinaloa (2397 del Código 

Civil para el Distrito Federal en materia común y para toda la 

República en materia federal) 7 , por tanto, de acuerdo con el 

derecho positivo mexicano, los “intereses sobre intereses”, se 

encuentran prohibidos. 

Incluso cabe hacer mención que si bien como lo señala el 

que recurre, en algunos casos se permite la capitalización de 

intereses, ello no es óbice a la conclusión alcanzada, en razón de 

que se trata de una figura regulada en la legislación mercantil de 

la siguiente manera:   

“Artículo 363.- Los intereses vencidos y no pagados, 

no devengarán intereses. Los contratantes podrán, 

sin embargo, capitalizarlos.” 

Como se puede observar, la excepción que marca el 

precepto legal de referencia, es en torno al préstamo mercantil 

en general, en el que se autoriza expresamente la capitalización 

de intereses a condición de que sea pactado entre las partes, 

figura que es diversa a la de la materia que nos ocupa, ya que 

en aquélla los contratantes pueden tener calidad de 

comerciantes o la materia del contrato es de uso o destino 

comercial, es decir, se distingue el carácter oneroso del acto 

jurídico, mientras que la legislación civil, que es la materia más 
                                                           
7 Artículo 2279.- Las partes no pueden bajo pena de nulidad, convenir de antemano que los intereses 
se capitalicen y que produzcan intereses. 
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afín al derecho administrativo y fiscal, tan es así que es 

supletorio de la ley que norma a este órgano jurisdiccional, la 

figura no contempla el ánimo de lucro, sin embargo la 

capitalización de intereses es permitida si se pacta con 

posterioridad a su causación, lo cual no aconteció en la especie. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio contenido en la tesis 

emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, cuyo rubro y texto a continuación se reproducen:8 

“ANATOCISMO. DICHO VOCABLO NO SE 

ENCUENTRA EN EL SISTEMA JURÍDICO 

MEXICANO. Del análisis de las disposiciones que 
integran el sistema jurídico mexicano, en especial del 

Código Civil y del de Comercio, así como de las Leyes 

de Instituciones de Crédito y de Títulos y Operaciones 
de Crédito, relativas a los contratos civiles, mercantiles 

y bancarios, se advierte que en ninguna parte hacen 

referencia expresa al anatocismo, vocablo que queda 
comprendido en el campo de la doctrina. El artículo 

2397 del Código Civil para el Distrito Federal en Materia 

Común y para toda la República en Materia Federal, 
ubicado en el título quinto "Del mutuo", capítulo II, "Del 

mutuo con interés", establece que "Las partes no 

pueden, bajo pena de nulidad, convenir de 
antemano que los intereses se capitalicen y que 

produzcan intereses.". El artículo 363 del Código de 

Comercio, en el título quinto, capítulo primero, 

denominado "Del préstamo mercantil en general", 

previene que "Los intereses vencidos y no pagados no 

devengarán intereses" y, añade, que "Los contratantes 
podrán, sin embargo, capitalizarlos". Finalmente, las 

leyes citadas en último término, que regulan los 

contratos bancarios, no tienen ninguna disposición en 
ese sentido. Por tanto, de acuerdo con el derecho 

positivo mexicano, no cabe hablar de anatocismo 

sino de "intereses sobre intereses", prohibido por 
ambos preceptos, y de "capitalización de 

intereses", expresamente autorizada a condición 

de que sea pactado entre las partes, en el primer 

                                                           
8 Época: Novena Época Registro: 195343 Instancia: Pleno Tipo de Tesis: Aislada Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo VIII, Octubre de 1998 Materia(s): Civil Tesis: P. LXVI/98 
Página: 381 
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precepto, con posterioridad a que los intereses se 
causen; y, en el segundo, sin hacer manifestación en 

cuanto a la temporalidad de ese convenio.” 

 

IV.- RESOLUCIÓN 

Conforme a lo anterior y atento a lo dispuesto por los artículos 

17 fracción III, 114 cuarto párrafo, 114 BIS fracción I, todos de 

la ley que rige la materia, se resuelve:   

 

PRIMERO.- Los agravios formulados por los representantes 

de la parte actora, la autoridad demandada y el tercero 

interesado en el juicio de origen, son infundados e inoperantes, 

en consecuencia:  

 

SEGUNDO.- Se confirma la sentencia dictada por la Sala 

Regional Zona Centro de este tribunal, el día ocho de mayo de 

dos mil dieciséis, según lo expuesto en los puntos primero al 

quinto del apartado denomina do Consideraciones y Fundamentos 

de esta resolución. 

 

TERCERO.- Comuníquese a la Sala de origen el contenido 

del fallo, corriéndole traslado con copia certificada del mismo, y 

en su oportunidad, hágase entrega del expediente principal, así 

como el archivo de los recursos de revisión como asunto 

concluido. 
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CUARTO.- NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

Así lo resolvieron por unanimidad de votos, en sesión 

ordinaria número 46/2017, de conformidad con lo establecido 

en el artículo 16 de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, los Magistrados Propietarios que integran 

Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado 

de Sinaloa, así como la Secretaria General de Acuerdos, quien 

da fe:  

 
 
      ___________________________________ 
          DR. HÉCTOR SAMUEL TORRES ULLOA 
                    MAGISTRADO PRESIDENTE 
 
    
 
 
         _________________________________   
               LIC. JESÚS IVÁN CHÁVEZ RANGEL 
                MAGISTRADO PROPIETARIO DE 
                           SALA  SUPERIOR 

 
 
_____________________________________ 
M.C. JORGE ANTONIO CAMARENA ÁVALOS 
         MAGISTRADO PROPIETARIO DE 
                    SALA  SUPERIOR 
 
 
 
_____________________________________ 
    M.C. EDNA LIYIAN AGUILAR OLGUIN 
   SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS 
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ELIMINADO. Corresponde a datos personales de las partes del juicio. 
Fundamento legal: artículos 3 fracción XXVI, 149, 155 fracción III, 
156 y 165 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública del Estado de Sinaloa, en relación con los numerales Trigésimo 
Octavo fracción I, Quincuagésimo Segundo párrafo segundo, 
Quincuagésimo Tercero, Quincuagésimo Noveno, Sexagésimo Segundo 
y Sexagésimo Tercero de los Lineamientos generales en materia de 
clasificación y desclasificación de la información, así como la 
elaboración de versiones públicas. 

 

 

 


